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1. INTRODUCCIÓN

La necesidad de proteger y preservar los derechos 
que con el paso del tiempo se han venido consolidando 
en la legislación social y laboral constituye una tarea 
compartida tanto por parte de los poderes públicos, 
como los propios empleadores, especialmente para 
aquellas personas que se encuentra en una situación 
de vulnerabilidad. Situación que implica la necesidad 
de conservar o acceder a un trabajo que es necesario, 
toda vez que los ingresos que se generan por ello son 
esenciales para satisfacer sus necesidades1. Proteger 
a los trabajadores, o potenciales trabajadores, que se 
encuentran en esta posición deberá ser una prioridad, 
sobre todo si se tiene en cuenta que de esta situación se 
pueden beneficiar aquellos empresarios que ven en la 
misma una oportunidad de imponer unas condiciones 
laborales que restringen o suprimen los derechos labo-
rales de los trabajadores. Condiciones que serán acep-
tadas por los trabajadores dado que la situación en la 
cual se encuentran, hace necesario el puesto de trabajo 
al que aspiran o que tienen, dado que de perderlo o no 
obtenerlo se les podría causar un enorme perjuicio. Es 
por ello por lo que resulta necesario, por no decir obli-
gatorio en virtud del artículo 40.2 de la Constitución 
española de 19782, que los poderes públicos interven-
gan activamente. Una intervención que se ha llevado a 
cabo desde el ámbito del Derecho del Trabajo, con un 
conjunto de normas tuitivas del trabajador, la cuales a 
día de hoy, se encuentran recogidas con carácter básico 
en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octu-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores (En adelante, TRET), 
y cuya vulneración da lugar a la posible imposición de 
una sanción administrativa en los términos recogidos 
en la Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agos-
to, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social (En 
adelante, TRLISOS). No obstante, se trata de una pro-

1 Así sucede, por ejemplo, en los casos en los que se aprovecha para imponer una jornada laboral excesiva y se abona además por 
debajo de lo estipulado en el Convenio Colectivo para ese sector laboral. Véase, por ejemplo, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia 
de la Comunidad Valenciana 15/2022 de 27 enero, en el que se enjuicia un caso en el cual los empresarios se aprovechaban de la falta 
de recursos económicos de estas personas, y aunque habían sido contratados a tiempo parcial por veinte horas semanales, trabajaban de 
lunes a sábado desde la apertura del establecimiento a las 8 de la mañana hasta su cierre, sobre las 20 ó 21 horas de la noche, incluso 
algún día hasta las 24 horas, casi sin comer, si el trabajo no se lo permitía, siendo su retribución únicamente la tercera parte del precio del 
lavado de los vehículos, que no alcanzaba siquiera el salario mínimo interprofesional.

2 Este artículo señala que «Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación 
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada 
laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados».

3 Véase al respecto, laSCuraín SánCHez, j. a., “Los delitos contra los derechos de los trabajadores: lo que sobra y lo que falta”, 
ADPCP; volum. 57, 2004, págs. 19-22 y PomareS CintaS, e., El Derecho Penal Ante la Explotación Laboral y Otras Formas de Violencia en 

el Trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, págs. 33-35.
4 Cfr. quintero oliVareS, G. y noGuera fernánDez, a., “El Derecho penal y los principios rectores de la política social y económica”, 

en quintero oliVareS, G. (Dir.), y jaria i manzano, j. (Coord.), Derecho Penal Constitucional, Tirant lo blanch, Valencia, 2015, pág. 464. 

tección de carácter administrativo a través de las infrac-
ciones y sanciones que el citado TRLISOS. Sucede que 
en ocasiones la conducta abusadora o explotadora del 
empresario puede resultar de tan gravedad, como por 
ejemplo cuando se suprimen derechos básicos de los 
trabajadores, tales como una jornada excesiva, rebaja 
notable del salario percibido, y las medidas administra-
tivas de protección bien resultan insuficientes o inefica-
ces, que hace preciso que, de manera subsidiaria inter-
venir el Derecho penal en aras a salvaguardar y prote-
ger al trabajador3, especialmente cuando se encuentra 
en una situación de vulnerabilidad o dependencia de la 
que se quiere aprovechar el empresario.

Tal y como hemos apuntado, esta intervención es 
provocada precisamente por la propia consideración 
del Estado español como un Estado social, el cual no 
puede permanecer plausible ante vulneraciones de de-
rechos que tratan de satisfacer las necesidades más bá-
sicas y esenciales las personas, como es el trabajo. Los 
poderes públicos han de asumir el papel de garantes 
de estos derechos, que van a permitir a las personas 
disfrutar de unas condiciones de vida correspondientes 
con una cierta dignidad4.

Con anterioridad a la aprobación del vigente Códi-
go Penal, la normativa penal ya había previsto algunas 
modalidades delictivas en el ámbito laboral, a través 
del delito social del artículo 499 bis del Código Penal 
de 1973, introducido en la década de los setenta para 
incorporar como delito una conducta que previamente 
se había establecido como infracción administrativa a 
través del Decreto Ley de 15 de febrero de 1952, por 
el que se establecen responsabilidades de carácter ci-
vil y penal por incumplimiento de leyes laborales y de 
previsión social. No obstante, tal y como certeramente 
ha destacado la doctrina, no se hace tanto con una fi-
nalidad tuitiva del trabajador, sino más bien para hacer 
frente a una conflictividad social que se había creado en 
la década de los setenta, la cual hacía necesaria una in-
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tervención del Estado para proteger “el espíritu social” 
del régimen por entonces vigente5.

De este modo, a través del delito social, y según re-
fleja la exposición de motivos de Ley 44/1971, de 15 
de noviembre, sobre reforma del Código Penal, se ele-
va de rango la protección de los derechos mínimos de 
los trabajadores6, dentro del Título XII del Libro II del 
Código Penal, en el que se introduce un nuevo capítulo 
VIII bajo la rúbrica «De los delitos contra la libertad y 
seguridad en el trabajo», que constaba de un artículo 
499 bis, a tenor del cual:

«Será castigado con pena de arresto mayor y multa de 

5.000 a 100.000 pesetas:

1.º El que usando de maquinaciones o procedimientos 

maliciosos imponga a los trabajadores a su servicio condi-

ciones laborales o de seguridad social que perjudiquen los 

derechos que tengan reconocidos por disposiciones legales 

o convenios colectivos sindicales.

2.º El que por cesión de mano de obra, simulación de 

contrato, sustitución o falseamiento de empresa o de cual-

quier otra forma maliciosa suprima o restrinja los benefi-

cios de la estabilidad en el empleo y demás condiciones 

de trabajo reconocidas a los trabajadores por disposiciones 

legales.

3.º El que trafique de cualquier manera ilegal con la 

mano de obra o intervenga en migraciones laborales frau-

dulentas, aunque de ello no se derive perjuicio para el tra-

bajador.

El que en caso de crisis de una empresa hiciere ineficaces 

maliciosamente los derechos de los trabajadores incurrirá 

en las penas previstas en el artículo 519 de este Código,

Cuando los hechos previstos en los números anterio-

res fueren realizados por personas jurídicas, se impondrá 

la pena señalada a los administradores o encargados del 

servicio que los hubieran cometido o que, conociéndolos 

y pudiendo hacerlo, no hubieren adoptado medidas para 

remediarlos. En su caso procederá la responsabilidad civil 

subsidiaria de la empresa».

Tras la aprobación de la actual Constitución en el año 
1978, la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, 
del Código Penal (En adelante, CP), lleva a cabo una 
importante reforma en el ámbito de la protección pe-

5 Vid. HijaS PalaCioS, j., “La protección penal del Derecho de los trabajadores”, La Ley, núm. 1617, págs. 2-3 y bayloS Grau, a. y 
terraDilloS baSoCo, V., Derecho penal del trabajo, 2ª ed., Trotta, Madrid, 1997, pág. 24.

6 En palabras de la citada exposición de motivos: «Por lo que se refiere a la protección penal que, en las condiciones de trabajo, 
seguridad social, estabilidad en el empleo, etcétera, se otorga a los trabajadores frente a las defraudaciones de que, con frecuencia, son 
objeto, la experiencia aportada por la vigencia del Decreto-ley de quince de febrero de mil novecientos cincuenta y dos, aconseja la in-
corporación al Código Penal del artículo cuatrocientos noventa y nueve bis, elevando de rango la naturaleza de la infracción y, con ello, la 
energía del castigo».

7 Vid. bayloS Grau, a. y terraDilloS baSoCo, V., Derecho penal…, cit., pág. 48 y Hortal ibarra, j. C., “Tutela de las condiciones 
ODERUDOHV�\�UHIRUPDV�SHQDOHV��¢(O�ocaso del Derecho penal del trabajo?”, RDPC, núm. 20, págs. 66-71.

8 Vid. De ViCente martínez, r., Los delitos contra los derechos de los trabajadores, Tirant lo blanch, Valencia, 2008, pág. 115.
9 Cfr. PomareS CintaS, e., El Derecho Penal…, cit., pág. 57. 

nal de los trabajadores, unificando y agrupando todos 
los delitos contra los derechos de trabajadores en un 
único título, ya que con anterioridad estaban dispersos 
a lo largo del texto penal por entonces vigentes. De 
este modo, se incorpora en un título XV, relativo a los 
delitos contra los derechos de los trabajadores, lo cual 
viene a suponer que se ha consolidado con ello el deno-
minado Derecho penal laboral7, de lo que se deriva con 
ello el reconocimiento de la existencia una clase social, 
como son los trabajadores, los cuales van a intervenir 
en el mercado de trabajo en una posición de desventaja 
frente al empresario8. Por tanto, se hace preciso y ne-
cesario protegerles en aras a evitar que esta desventaja 
se acreciente y se materialice en una lesión de los dere-
chos laborales, siendo un elemento central para ello el 
artículo 311del CP9. Según este artículo:

«Serán castigados con las penas de prisión de seis meses 

a seis años y multa de seis a doce meses:

1.º Los que, mediante engaño o abuso de situación de 

necesidad, impongan a los trabajadores a su servicio con-

diciones laborales o de Seguridad Social que perjudiquen, 

supriman o restrinjan los derechos que tengan reconocidos 

por disposiciones legales, convenios colectivos o contrato 

individual.

2.º Los que den ocupación simultáneamente a una plu-

ralidad de trabajadores sin comunicar su alta en el régimen 

de la Seguridad Social que corresponda o, en su caso, sin 

haber obtenido la correspondiente autorización de trabajo, 

siempre que el número de trabajadores afectados sea al me-

nos de:

a) el veinticinco por ciento, en las empresas o centros de 

trabajo que ocupen a más de cien trabajadores,

b) el cincuenta por ciento, en las empresas o centros de 

trabajo que ocupen a más de diez trabajadores y no más 

de cien, o

c) la totalidad de los mismos, en las empresas o centros 

de trabajo que ocupen a más de cinco y no más de diez 

trabajadores.

3.º Los que en el supuesto de transmisión de empresas, 

con conocimiento de los procedimientos descritos en los 

apartados anteriores, mantengan las referidas condiciones 

impuestas por otro.
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4.º Si las conductas reseñadas en los apartados anteriores 

se llevaren a cabo con violencia o intimidación se impon-

drán las penas superiores en grado.»

Este precepto contempla en su seno un conjunto de 
conductas cuya finalidad es la protección de los tra-
bajadores frente a la imposición por parte de los em-
presarios de unas condiciones laborales abusivas. En 
concreto, a través de este artículo se sanciona a aquel 
empresario que, abusando de su posición de superio-
ridad en la relación contractual laboral, impone a los 
mismos —o a uno en particular— unas condiciones de 
trabajo que contravienen los derechos que la legisla-
ción laboral, social, o los propios convenios colectivos, 
otorgan a los trabajadores, bien suprimiéndolos o bien 
limitándolos al máximo.

El delito previsto en el artículo 311 del CP, en las 
modalidades que luego expondremos, se muestra como 
un buen ejemplo de norma penal en blanco. Precisa de 
la colaboración de la normativa laboral para comple-
tar los elementos del tipo penal, fundamentalmente el 
TRET, norma básica en el ámbito laboral. Esto conlleva 
que en ocasiones se puedan generar posibles supuestos 
de conflictos entre la normativa laboral y la normativa 
penal a la hora de afrontar el castigo de un ilícito. La 
normativa sancionadora en el ámbito laboral, el TRLI-
SOS, acoge en su interior una serie de infracciones que 
a su vez pueden ser también consideradas como delito, 
de ahí que, en aras a salvaguardar el principio de preva-
lencia del Derecho penal, el artículo 3.2 del TRLISOS, 
advierta que, en aquellos supuestos en los que las in-
fracciones pudieran ser constitutivas de ilícito penal, se 
establece la obligatoriedad de que

«la Administración pasará el tanto de culpa al órgano ju-

dicial competente o al Ministerio Fiscal y se abstendrá de 

seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad 

judicial no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin 

al procedimiento o mientras el Ministerio Fiscal no comu-

nique la improcedencia de iniciar o proseguir actuaciones».

Únicamente se permitiría continuar o reanudar el 
procedimiento administrativo sancionador en aquellos 
casos en los cuales no se ha la existencia de ilícito pe-
nal, o, en el caso de haberse dictado resolución de otro 
tipo que ponga fin al procedimiento judicial penal. Si se 
dan estos requisitos que hemos señalado, se podrá con-
tinuar con el expediente administrativo sancionador, si 
bien, teniendo en cuenta los hechos que los Tribunales 
hubieran considerado probados.

No obstante, mientras se tramita el procedimiento 
judicial tendente a determinar la existencia o no de un 

10 Véanse las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de septiembre y de 5 de abril.
11 Vid. bayloS Grau, a. y terraDilloS baSoCo, V., Derecho penal…, cit., págs. 50-51. 

ilícito penal, se hace preciso proteger al trabajador o 
trabajadores que se ven afectados por el mismo. Así, el 
apartado cuarto de este artículo 3 del TRLISOS, preci-
sa que, en estos casos, se han de respetar las medidas 
preventivas que la Administración laboral ha adoptado 
para proteger a los trabajadores, en concreto aquellas 
medidas de paralización de trabajos que han sido adop-
tadas en los casos de riesgo grave e inminente para la 
seguridad o salud del trabajador. Igualmente, no deberá 
afectar a la continuidad de aquellos expedientes san-
cionadores sin conexión directa con los que sean objeto 
de las eventuales actuaciones jurisdiccionales del orden 
penal.

Por otra parte, puede suceder que en los casos en los 
que confluye una posible infracción administrativa jun-
to con otra penal, encontrarnos ante un posible doble 
castigo de la misma conducta. Si bien esto no debería 
ser posible, dado que en estos casos se deberían haber 
seguido los pasos que hemos señalado anteriormente, 
el apartado primero del artículo 3 del TRLISOS, para 
garantizar el cumplimiento del principio non bis ídem, 
establece la prohibición de sancionar aquellos hechos 
que hayan sido sancionados penal o administrativa-
mente, en los casos en que se aprecie identidad de su-
jeto, de hecho y de fundamento. Jurisprudencialmente, 
también se ha advertido de esta dualidad e imposibi-
lidad de imponer ambos castigos al empresario10, de 
modo que

«en relación al deslinde de las infracciones administrati-

vas de los ilícitos penales sin perjuicio de reconocer que 

en ocasiones podrán existir dudas acerca de si la conducta 

es constitutiva de infracción administrativa o ilícito penal, 

los criterios de deslinde deben de partir de los principios 

de fragmentariedad y mínima intervención de la respuesta 

penal, lo que conduce a una interpretación restrictiva cuan-

do el ilícito penal no se diferencie del administrativo, por 

ello el Código no admite la comisión imprudente de estos 

delitos salvo el discutible caso del art. 316 en relación al 

317 relativo a la infracción de las normas de prevención de 

riesgos laborales, supuesto en el que se admite la comisión 

imprudente de un delito de peligro».

2. EL DELITO DE IMPOSICIÓN DE CONDICIO-

NES DE TRABAJO ILEGALES

a) El bien jurídico protegido

Si algo caracteriza al Derecho penal del trabajo, tal 
y como ha señalado la doctrina11, es que, tras la intro-
ducción por parte del legislador penal en el vigente CP 
de un título XV, específico para los delitos contra los 
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trabajadores12, a través del mismo se quiere tutelar un 
bien jurídico de naturaleza colectiva y no individual13. 
En concreto, se entiende que en estos casos se protege 
los derechos mínimos de los trabajadores en conjun-
to, como miembro de una colectividad social, y que se 
derivan de la relación laboral14. Se trata de proteger la 
indemnidad de la relación laboral frente a su posible 
vulneración por parte del empresario15. Se puede afir-
mar que nos encontramos ante un bien jurídico espiri-
tualizado o institucionalizado, de índole colectiva, pero 
que puede ser reconducible a bienes jurídicos indivi-
dualizados16, como son los derechos laborales de cada 
trabajador en concreto.

Entrando ya dentro del artículo 311 del CP, y tras lo 
expuesto hasta ahora, el bien jurídico protegido es de 
naturaleza colectiva, dado que el objetivo buscado por 
el legislador penal a través de este tipo penal es prote-
ger no a un trabajador en concreto, sino a la totalidad 
de los trabajadores, protegiéndose aquellos derechos 
que son reconocidos en la normativa social y laboral, 
y que constituyen condiciones mínimas que son irre-
nunciables y exigibles en toda relación laboral17. El 
núcleo esencial de estos derechos, se recoge en el artí-
culo 35 de la Constitución, de manera que configura el 
trabajo tanto como un derecho como un deber de todos 
los españoles, añadiéndose a ello el derecho a la libre 
elección de profesión u oficio, a la promoción a tra-
vés del trabajo y a una remuneración suficiente para 
satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que 
en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón 
de sexo. Además, también merecen ser considerados 
como esenciales para el ámbito laboral, los derechos 
que se recogen los artículos 15 —derecho a la vida e in-
tegridad física y moral—, 28 —derecho a la huelga—, 
37 —derecho a la negociación colectiva laboral— sin 
olvidar el artículo 40 mencionado anteriormente. Todos 
estos derechos, serán desarrollados posteriormente en 
la normativa laboral, fundamentalmente en el TRET, el 
cual será complementado con el importante papel que 
cumple el Convenio Colectivo.

12 Vid. VillaCamPa eStiarte, C. y Salta PaiSal, m.,“Título XV”, en quintero oliVareS, G. (Dir) y moraleS PratS, f. (Coord.), Comentarios 

a la parte especial del Derecho penal, 10ª ed., Thomson Reuters-Aranzadi, Cizur Menor, 2016, pág. 1155.
13 En contra de esta opinión, entendiendo que se trata de un bien jurídico de naturaleza individual, ortubay fuenteS, m., Tutela penal 

de las condiciones de trabajo, Servicio Editorial de la Universidad del País Vasco, Bilbao, 2000, págs. 146-154.
14 Vid. naVarro CarDoSo, f., Los delitos contra los derechos de los trabajadores, Tirant lo blanch, Valencia, 1998, pág.26 y muñoz 

SánCHez, j., El Delito de Imposición de Condiciones Ilegales de Trabajo del Art. 311 del Código Penal en el Marco del Derecho Penal del 

Trabajo, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2008, pág.33.
15 Tal y como ha expuesto el Tribunal Supremo en las sentencias de 30 de junio de 2000, 22 de noviembre de 2004, 24 de febrero 

de 2005, 10 de marzo de 2005.
16 Cfr. martínez-buján Pérez, C., Derecho Penal Económico y de la Empresa. Parte Especial, 6ª ed., Tirant lo blanch, Valencia, 2019, 

pág. 842. Reconociendo este carácter del bien jurídico, pero admitiendo que esta categorización del bien jurídico admite problemas, naVa-
rro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., págs. 24-25.

17 Vid. naVarro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., pág. 49 y De ViCente martínez, r., Los delitos contra…, cit., pág. 201. 

b) Sujeto activo

El delito que puede ser cometido únicamente por 
parte de un empresario, en concreto, aquellas personas 
que tienen la capacidad en la empresa para poder con-
tratar, puesto que, tal y como se dirá más adelante, la 
conducta típica, en cualquiera de las dos modalidades 
previstas en el artículo 311 del CP, consiste en la im-
posición de condiciones al trabajador que pueden con-
siderarse como abusivas, al restringir o suprimir dere-
chos mínimos del trabajador, o incumplir una serie de 
obligaciones legales que están estrechamente ligadas a 
la relación laboral.

De este modo, nos encontramos con un delito es-
pecial que únicamente podrá cometer aquella persona 
que sea considerada como empresaria. Esto nos obliga 
necesariamente a acudir a lo dispuesto en el artículo 
1.2 del TRET, que recoge el concepto de empresario, 
entendiendo por tal

«todas las personas, físicas o jurídicas, o comunidades de 

bienes que reciban la prestación de servicios de las perso-

nas referidas en el apartado anterior, así como de las per-

sonas contratadas para ser cedidas a empresas usuarias por 

empresas de trabajo temporal legalmente constituidas».

No obstante los expuesto hasta ahora, y atendiendo 
a la especialidad que presenta el ámbito empresarial, 
sobre todo el reparto de tareas o funciones relaciona-
das con la gestión de los recursos humanos de la em-
presa —ámbito fundamentalmente afectado por este 
delito—, ha de precisarse que, aún a pesar de que el 
artículo 311 del CP es un delito especial, esto no exclu-
ye la posibilidad de imponer responsabilidad penal a 
otras personas que están subordinadas al empresario, y 
cuyas funciones guardan relación con el control o ges-
tión de las condiciones laborales de los trabajadores, o 
bien su contratación. En estos casos, si bien no van a 
ser considerados formalmente empresarios, dado que 
están subordinados al mismo y ejercen su labor para él, 
a efectos penales el concepto que se maneja de empre-
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sario es un concepto material18, el cual tiene en cuenta 
no tanto la posición jerárquica que ostenta la persona, 
sino las funciones y tareas que desarrolla.

El artículo 318 del CP contempla una cláusula exten-
siva de responsabilidad penal a varias personas físicas, 
cuando la persona responsable del delito es un empre-
sario persona jurídica. A tenor de este artículo

«Cuando los hechos previstos en los artículos de este 

título se atribuyeran a personas jurídicas, se impondrá la 

pena señalada a los administradores o encargados del servi-

cio que hayan sido responsables de los mismos y a quienes, 

conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieran adopta-

do medidas para ello».

Una cláusula considerada superflua e innecesaria por 
parte de la doctrina, que considera que el artículo 31 del 
CP ya recoge, aunque con carácter general para todo 
tipo de delitos, la responsabilidad que se establece en 
el artículo 31819. No obstante, ambos artículos, si bien 
tienen un objetivo común, como es la extensión de los 
sujetos que pueden ser responsables, en el caso del artí-
culo 318 del CP la extensión se hace a un mayor núme-
ro de sujetos, toda vez que incorpora dentro del elenco 
de personas responsables a los encargados del servicio, 
los cuales no están contemplados en el artículo 31 del 
CP, lo cual sirve para clarificar y ayuda a precisar el 
círculo de personas que pueden ser responsables20.

Finalmente, se ha de hacer alusión a los supuestos en 
los cuales la contratación del trabajador tiene lugar a 
través de una empresa de trabajo temporal. En estos ca-
sos, ha de tenerse en cuenta lo dispuesto en los artículos 
6.1, 12.1, 15 y 16 de Ley 14/1994, de 1 de junio, por 
la que se regulan las empresas de trabajo temporal, que 
hace recaer el cumplimiento de la normativa laboral y 
las condiciones de trabajo en la empresa que recibe al 
trabajador, aunque el contrato se formalice en estos ca-
sos entre la empresa de trabajo temporal y el propio tra-
bajador, tal y como se recoge en los artículos 6.1 y 10.1. 
De este modo, la empresa de trabajo temporal podrá ser 
sujeto activo de este delito, si bien habrá que analizar 

18 Al respecto, véase muñoz SánCHez, j., El Delito de Imposición… cit., pág. 57 y naVarro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., págs. 34-35.
19 Vid. bayloS Grau, a. y terraDilloS baSoCo, V., Derecho penal…, cit., pág. 70 y naVarro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., pág. 43. 
20 En contra, al considerarla una cláusula que cumple unas funciones específicas en el ámbito laboral muñoz SánCHez, j., El Delito 

de Imposición… cit., págs. 53-55 y martínez-buján Pérez, C., Derecho Penal…cit., págs. 934-936.
21 Vid. naVarro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., págs. 45.
22 Véanse las sentencias del Tribunal Supremo de 30 de enero de 2003 y de 30 de mayo de 2003.
23 En concreto a través del punto nuevo del artículo primero de la Ley Orgánica 14/2022, de 22 de diciembre, de transposición de 

directivas europeas y otras disposiciones para la adaptación de la legislación penal al ordenamiento de la Unión Europea, y reforma de los 
delitos contra la integridad moral, desórdenes públicos y contrabando de armas de doble uso.

24 Ampliamente sobre estos aspectos, véase por todos, álVarez alonSo, D. y martínez moreno, C., “Trabajo y plataformas digitales 
primera sentencia del Tribunal Supremo a propósito de un repartidor de Glovo”, TyD, nº 72, 2020 y álVarez alonSo, D., CeinoS Suárez, a., 
martínez moreno, C. y menénDez SebaStián, P., “Trabajo decente, nuevas formas de trabajo y precariedad”, en alonSo ibañez, mª. r. (Dir.) y 
Vázquez roDríGuez, b., (Coord.), Las relaciones entre el derecho y los objetivos de desarrollo sostenible (ODS), Thomson Reuters-Civitas, 
Madrid, 2022, págs. 441-469.

el grado de responsabilidad de la misma teniendo en 
cuenta que existirá una corresponsabilidad junto con la 
empresa para la cual contrata a los trabajadores. Aún a 
pesar de lo expuesto, hemos de señalar que el ámbito 
más propio de criminalidad de las empresas de trabajo 
temporal, atendiendo a sus características, es el relativo 
con el artículo 312 del CP, que prevé el delito de tráfico 
ilegal de mano de obra.

c) Sujeto pasivo

Teniendo en cuenta, tal y como ha quedado expuesto 
anteriormente, que nos encontramos ante un bien jurí-
dico de naturaleza colectiva, como son los derechos de 
los trabajadores como colectivo, hemos de considerar 
que éstos serán el sujeto pasivo del delito21. La víctima 
del delito es el trabajador en sentido estricto, enten-
diendo por tal, en los términos previstos en el artículo 
1.1 del TRET, a aquellas personas que «voluntariamen-
te presten sus servicios retribuidos por cuenta ajena y 
dentro del ámbito de organización y dirección de otra 
persona, física o jurídica, denominada empleador o em-
presario». En estos casos, y así lo ha contemplado la 
jurisprudencia, también se extiende a aquella persona 
que quiere acceder al mercado laboral, y que aún no 
tienen una relación laboral con el empresario22.

No obstante lo expuesto hasta ahora, ha de advertirse 
que a raíz de la reforma llevada a cabo en el año 202223, 
se ha aumentado el colectivo de personas que pueden 
resultar víctimas del delito, de modo que en estos casos 
se quiere proteger también a los “falsos autónomos”, 
es decir, las personas que a través de un contrato de 
servicios no laboral, realmente son considerados como 
verdaderos trabajadores de un empresario, dado que en 
la práctica están sujetos al mismo, en la medida en que 
se observa que el verdadero poder de decisión a la hora, 
por ejemplo, de adoptar medidas sobre la organización 
del trabajo (Es un único empresario al que presta sus 
servicios), o bien se analizan los ingresos de la persona, 
de modo que el salario lo establece la propia empresa24, 
reside en un empresario que quiere abusar de esta po-
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sición de superioridad, llevando a cabo las conductas 
descritas en el artículo 311 del CP. Ya que faltaba la 
relación laboral, o esa expectativa de acceso a la mis-
ma, en estas relaciones que estamos comentando no era 
posible exigir responsabilidad penal al empresario por 
estos comportamientos abusivos que describe el artícu-
lo 311 del CP25.

En cuanto a las personas extranjeras, se ha admitido 
que puedan ser sujeto pasivo del delito, con indepen-
dencia de su situación regular o no en España, tal y 
como certeramente ha señalado el Tribunal Supremo 
en su sentencia de 29 marzo de 2004, que señala que

«Por tanto, cuando un particular, de forma consciente y 

voluntaria contrata a un inmigrante ilegal, no por ello, pue-

de imponerle condiciones claramente atentatorias contra la 

dignidad humana. La tesis de la sentencia de estimar sólo 

sujeto pasivo del delito del art. 499 bis 1º al trabajador legal 

y no al inmigrante clandestino llevaría a una concepción 

del sistema de justicia penal como multiplicador de la des-

igualdad social porque como ya se ha dicho el empleador 

podría imponer a los trabajadores ilegales las condiciones 

laborales más discriminatorias sin riesgo alguno de infrac-

ción legal, a pesar de poder quedar severamente compro-

metidos valores inherentes a la persona que, como la digni-

dad art. 10 de la Constitución, no conocen fronteras».

d) Elemento subjetivo

Nos encontramos ante un delito doloso26. Este delito 
admite dos modalidades de comisión, ya que por un 
lado estaría la imposición de condiciones de trabajo por 
parte del empresario, y por otro lado el incumplimiento 
del mismo de sus obligaciones con la Seguridad Social. 
De todos modos, ambas modalidades tienen como nexo 
común que el empresario se aprovecha de la situación 

25 Es expresiva al respecto la exposición de motivos de la Ley Orgánica 14/2022: «La incorporación de las nuevas tecnologías a la 
organización del mercado de trabajo ha propiciado una forma de elusión de responsabilidades empresariales mediante el camuflaje jurídico 
del trabajo por cuenta ajena bajo otras fórmulas que niegan a las personas trabajadoras los derechos individuales y colectivos que a tal 
condición reconoce, con carácter de indisponibles e irrenunciables, la legislación laboral, con respaldo expreso de la Constitución y de los 
tratados internacionales que vinculan a nuestro país […]Por un lado, el nuevo precepto pretende cubrir una laguna de punibilidad sobre 
hechos vinculados, en general pero no exclusivamente, a nuevas tecnologías que, a partir del uso de sistemas automatizados, permiten 
el incumplimiento masivo de la correcta utilización del contrato de trabajo; conductas que no pudieron ser previstas por el legislador de 
1995 pero que no puede desconocer el de 2022. Por otro lado, pretende garantizar la efectividad del ordenamiento jurídico laboral y de su 
sistema de control administrativo ante incumplimientos del mismo en detrimento de los derechos, individuales y colectivos, de las personas 
trabajadoras». De este modo, se aprecia a su vez que el objetivo del legislador penal es seguir con la senda marcada por la reforma de 
la legislación laboral llevada a cabo a través de la denominada “Ley Rider”, es decir, la Ley 12/2021, de 28 de septiembre, por la que se 
modifica el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, 
para garantizar los derechos laborales de las personas dedicadas al reparto en el ámbito de plataformas digitales. 

26 En el seno de los delitos contra los trabajadores, únicamente está prevista la modalidad imprudente para el tipo penal del artículo 
316, el delito contra la seguridad e higiene en el trabajo, tal y como prevé el artículo 317 del CP.

27 Cfr. muñoz SánCHez, j., El Delito de Imposición… cit., págs. 109-110.
28 Vid. bayloS Grau, a. y terraDilloS baSoCo, V., Derecho penal…, cit., pág. 70 y naVarro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., págs. 72-73 

y naVarro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., págs. 50-51.
29 Vid. muñoz SánCHez, j., El Delito de Imposición… cit., pág. 105.

en la que se encuentra el trabajador, sobre todo en aque-
llos supuestos en los que el trabajador se encuentra en 
una situación de vulnerabilidad y precisa del trabajo, 
de manera que se encuentra en una situación de necesi-
dad de la cual se aprovechará el empleador, tal y como 
hemos comentado. Es por ello, por lo que se observa la 
necesidad de un elemento subjetivo del tipo consistente 
en querer actuar abusando de la situación en la que se 
encuentra el trabajador, o bien quererle engañar.

Aún a pesar de tratarse de un delito doloso, no admite 
la posibilidad de existencia de un dolo eventual en el 
sujeto activo. El autor necesariamente ha de actuar con 
una intención directa de imponer sus condiciones de 
trabajo mediante abuso o engaño, o no querer cumplir 
sus obligaciones en materia de permisos y de seguridad 
social27.

e) La conducta típica: Imposición de condiciones labo-
rales o de seguridad social que lesionan derechos de 
los trabajadores

El primer elemento objetivo del tipo, es que el em-
presario proceda a imponer de manera unilateral, las 
condiciones laborales. Se exige un comportamiento 
activo, consistente en imponer contra la voluntad, o 
sin ella, del trabajador o trabajadores28, una condición 
laboral que sea lesiva para el mismo o los mismos, toda 
vez que le suprime o restringe sus derechos laborales 
más básicos y esenciales. Nótese que en la imposición 
hace referencia al resultado de conducta que lleva a 
cabo la acción de querer que el trabajador o trabajado-
res asuman la condición laboral que restringe o elimina 
sus derechos29.

Esta condición ha de ser contraria a las disposicio-
nes legales, un término que abarca todo tipo de normas 
laborales, entre las que se encuentran no solo el TRET 
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—entendiendo el mismo como norma básica regula-
dora de las relaciones laborales—, sino también otras 
leyes o normas con rango de ley, al igual que normativa 
administrativa de rango reglamentario que reconozcan 
derechos mínimos a los trabajadores30. Todo ello, sin 
olvidar la importancia que también tiene en este pun-
to, la normativa internacional, fundamentalmente los 
Convenios de la Organización Internacional de Traba-
jo y la normativa europea en materia social, al igual 
que también aquellos derechos que son recogidos en 
el Convenio Colectivo aplicable a su actividad, lo cual 
es coherente con lo dispuesto en el artículo 3 y 82 del 
TRET.

El artículo 311 del CP prevé dentro de los elemen-
tos objetivos del tipo, la imposición a los trabajadores 
de condiciones que lesionen el contrato individual. En 
este caso, se produce la lesión no de una norma ge-
neral, como sucedía en los casos anteriores, sino del 
contrato de trabajo, que tiene una eficacia más limi-
tada, en la medida en que regula la concreta relación 
entre el trabajador y el empresario, y no se da esa nota 
de generalidad que presentan las demás fuentes que 
hemos expuesto. Es por ello, que, a consecuencia de 
este reconocimiento del contrato individual del traba-
jo, se puede llegar a la conclusión de que, cualquier 
condición laboral que se quebrante por parte del em-
presario, siempre que utilice los medios de comisión 
que hemos de ver, entrará dentro de la conducta típi-
ca descrita en el artículo 311 del CP31, poniéndose en 
duda el principio de intervención mínima del Derecho 
penal.

El delito se entenderá consumado en el momento en 
el cual se impongan estas condiciones, sin perjuicio de 
que también puedan darse supuestos de tentativa.

f) Los medios de comisión del delito: el engaño o el abu-
so de la situación de necesidad

Para que un empresario pueda ser condenado por 
un delito de imposición de condiciones laborales, o 
de explotación laboral, no es suficiente el hecho de 
imponer la citada condición, sino que ha de hacerlo 
engañando al trabajador, o bien abusando de la situa-
ción de necesidad en la que se encuentra la víctima. 

30 Véase al respecto, ortubay fuenteS, m., Tutela penal…, cit., págs. 430-446.
31 Vid. laSCuraín SánCHez, j. a., “Los delitos…”, cit., pág. 39.
32 Vid. PeDreira González, f. m., “Delitos contra los derechos de los trabajadores (I)”, en Gómez PaVón, P., armenDáriz león C., Pe-

Dreira González, f.m. y buStoS rubio, m., Delitos de defraudación a la Seguridad Social y delitos contra los derechos de los trabajadores, 
Bosch, Barcelona, 2015, pág. 235.

33 Vid. muñoz SánCHez, j., El Delito de Imposición… cit., págs. 76-77.
34 De este modo, se equiparará al dolo civil, previsto en el artículo 1269 del Código Civil, conforme al cual «Hay dolo cuando, con pa-

labras o maquinaciones insidiosas de parte de uno de los contratantes, es inducido el otro a celebrar un contrato que, sin ellas, no hubiera 
hecho».

35 Cfr. ortubay fuenteS, m., Tutela penal…, cit., pág. 342.
36 Sobre el mismo, vid. ortubay fuenteS, m., Tutela penal…, cit., págs. 359-362.

La exigencia de estos elementos a la hora de cometer 
la conducta delictiva, y la necesaria presencia de los 
mismos para poder imputar responsabilidad penal al 
empresario por ello, es lo que hace diferenciar el tipo 
penal del artículo 311.1 del CP de las infracciones 
administrativas previstas en los artículos 5 y 12 del 
TRLISOS32.

En cuanto al engaño, consiste en aquella situación 
en la cual el empleador, de manera consciente y vo-
luntaria, consigue que el trabajador incurra un error 
que le hace aceptar las condiciones laborales que le 
son impuestas33. Esto implica que el consentimien-
to del trabajador está viciado, lo ha emitido a unas 
condiciones laborales que no son o deberían ser las 
que deberían aplicarse, al haber habido una conducta 
previa del empresario consistente en engañar de ma-
nera consciente al trabajador, para que así acepte sus 
condiciones laborales, que serán aceptadas mediando 
error en el consentimiento del trabajador34. Pero no es 
válido cualquier tipo de engaño. Para que éste opere, 
el mismo ha de ser idóneo, de tal manera que, si se 
adopta una posición ex ante al resultado, y tomando 
en cuenta las circunstancias de la situación, sería ca-
paz de eliminar la negativa del trabajador a aceptar las 
condiciones laborales35.

Con respecto al abuso de la situación de necesidad 
del trabajador, ha de partirse del hecho de que la pro-
pia naturaleza de la relación laboral le coloca en esta 
situación. En estos casos el desvalor de la conducta 
recae en el hecho de que el empresario se vale de 
esta situación y la quiere utilizar para conseguir su 
fin, dándose por tanto un prevalimiento por su parte36. 
Aquí no hay una situación de error en la aceptación 
por parte del trabajador de las condiciones, sino que la 
misma viene motivada por la necesidad de conservar 
—o acceder— el puesto de trabajo, que dada su situa-
ción es necesario.

De este modo, se dará un abuso de esta situación de 
necesidad, en aquellos casos en los cuales el empresa-
rio se aprovecha para imponer sus condiciones labora-
les, prevaliéndose por tanto de la concreta situación en 
la que se encuentra el trabajador, de especial vulnera-
bilidad, y que se deriva tanto de la situación personal 
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del mismo como del sector laboral en el que desempeña 
su trabajo37.

Llegados a este punto, cabe plantearse la posible efi-
cacia que pueda tener en este caso el consentimiento 
del trabajador a las condiciones laborales que quiere 
imponer el empresario. En aquellos casos en los que 
medie engaño el consentimiento está viciado y por tan-
to es nulo, de manera que no cabe plantearse la acep-
tación del mismo, salvo que, posteriormente, una vez 
que se hubiera salido de este error, se convalidase el 
consentimiento a posteriori. En cambio, en el segun-
do supuesto, cuando el empresario trata de prevalerse 
de su posición para imponer las condiciones laborales, 
aquí sí que sería posible dudar sobre la eficacia del 
consentimiento del trabajador. Existen autores para los 
cuales, el consentimiento libre del trabajador conlleva 
que la conducta no sea típica, al no alcanzar el des-
valor de la acción que exige el artículo 311.1 del CP, 
de manera que quedaría relegada para una eventual in-
fracción administrativa al amparo del TRLISOS38. No 
compartimos esta afirmación. Si bien es cierto que en 
estos casos se produce una lesión menor del bien ju-
rídico, ha de precisarse que los propios términos del 
artículo 311.1 del CP, que protege a los trabajadores 
frente a posibles abusos o limitaciones de sus derechos 
laborales más básicos, implica la irrelevancia del con-
sentimiento, toda vez que recae sobre unos derechos 
que son indisponibles. Una indisponibilidad, que se 
recoge de manera expresa en el artículo 3.5 del TRET, 
conforme al cual

«Los trabajadores no podrán disponer válidamente, antes 

o después de su adquisición, de los derechos que tengan 

reconocidos por disposiciones legales de derecho necesa-

rio. Tampoco podrán disponer válidamente de los derechos 

reconocidos como indisponibles por convenio colectivo».

Idéntica indisponibilidad se recoge a su vez en el 
artículo 3 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 
de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social (En adelante, 
TRLGS), para los derechos en materia de Seguridad 
Social39. Además, teniendo en cuenta la propia confi-
guración del tipo penal, en estos casos no existirá un 

37 Vid. muñoz SánCHez, j., El Delito de Imposición… cit., pág. 80 y naVarro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., págs. 53-54.
38 Vid. muñoz SánCHez, j., El Delito de Imposición… cit., págs. 81-82 y ortubay fuenteS, m., Tutela penal…, cit., págs. 405-407.
39 En concreto, este artículo precisa que «Será nulo todo pacto, individual o colectivo, por el cual el trabajador renuncie a los dere-

chos que le confiere la presente ley».
40 Vid. naVarro CarDoSo, f., Los delitos…, cit., pág. 61.
41 Vid. martínez-buján Pérez, C., Derecho Penal Económico…, cit., pág. 862.
42 En concreto, sanciona como infracción grave: «comunicar la baja en un régimen de la Seguridad Social de trabajadores por cuenta 

ajena pese a que continúen la misma actividad laboral o mantengan idéntica prestación de servicios, sirviéndose de un alta indebida en un 
régimen de trabajadores por cuenta propia. A estos efectos se considerará una infracción por cada uno de los trabajadores afectados».

43 Entendiendo por tal «personas físicas que realicen de forma habitual, personal, directa, por cuenta propia y fuera del ámbito de 
dirección y organización de otra persona, una actividad económica o profesional a título lucrativo, den o no ocupación a trabajadores por 

verdadero consentimiento libre del trabajador. Existe 
una voluntad viciada, dada la posición en la que se en-
cuentra, que no le dejará otra opción que aceptar las 
condiciones impuestas por el empresario40.

Junto con la anterior, el artículo 311.4 del CP pre-
vé un tipo cualificado para aquellos casos en los que 
el empresario ha llevado a cabo la imposición de la 
condición laboral, utilizando para violencia o intimida-
ción. En estos casos, la pena que le corresponderá será 
superior en grado a la prevista para el tipo básico del 
apartado 1 del mismo artículo, en la medida en que los 
medios empleados conllevan un mayor reproche penal 
de la conducta. Ahora bien, para aplicar este precepto, 
la violencia o intimidación que emplea el empresario, 
ha de tener una cierta entidad, en concreto similar a la 
prevista en el artículo 172.3 del CP para las coacciones 
leves41. Todo ello, sin olvidar que la violencia o intimi-
dación no ha de ser subsumible en un delito de amena-
zas o coacciones, toda vez que, en este último caso, se 
daría un concurso de delitos entre éstas y el previsto en 
el artículo 311.1 del CP.

g)  La especialidad del nuevo apartado segundo del artí-
culo 311 del CP

Señalábamos anteriormente que en el año 2022 se ha 
modificado el texto del artículo 311 del CP mediante la 
adicción de una conducta que anteriormente no se en-
contraba sancionada penalmente. De este modo, el nue-
vo apartado 2º de este artículo 311 viene a castigar a:

«Los que impongan condiciones ilegales a sus traba-

jadores mediante su contratación bajo fórmulas ajenas al 

contrato de trabajo, o las mantengan en contra de requeri-

miento o sanción administrativa».

En este caso, resulta necesario acudir a su vez a la 
normativa administrativa, en concreto el artículo 22 del 
TRLISOS, que en su apartado 16º viene a sancionar 
gravemente el empleo de este tipo de trabajadores42, 
pero, sobre todo, la Ley 20/2007, de 11 de julio, del 
Estatuto del Trabajo Autónomo (En adelante, LETA). 
En concreto, resulta relevante su artículo 1.1, que re-
coge el concepto legal de trabajador autónomo43, y el 
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artículo 11.1, que viene a definir lo que se denomina 
como “trabajador autónomo económicamente depen-
diente”, y que o sería considerado como autónomo, y 
por tanto no entraría en el ámbito de protección del ar-
tículo 311.2º del CP. Así, se trataría de «aquéllos que 
realizan una actividad económica o profesional a título 
lucrativo y de forma habitual, personal, directa y predo-
minante para una persona física o jurídica, denominada 
cliente, del que dependen económicamente por percibir 
de él, al menos, el 75 por ciento de sus ingresos por 
rendimientos de trabajo y de actividades económicas o 
profesionales», teniendo en cuenta que se han de dar las 
condiciones previstas en el apartado segundo de este 
mismo artículo, a saber44:

– No tener a su cargo trabajadores por cuenta ajena 
ni contratar o subcontratar parte o toda la activi-
dad con terceros, tanto respecto de la actividad 
contratada con el cliente del que depende econó-
micamente como de las actividades que pudiera 
contratar con otros clientes.

– No ejecutar su actividad de manera indiferencia-
da con los trabajadores que presten servicios bajo 
cualquier modalidad de contratación laboral por 
cuenta del cliente.

– Disponer de infraestructura productiva y material 
propios, necesarios para el ejercicio de la activi-
dad e independientes de los de su cliente, cuando 
en dicha actividad sean relevantes económica-
mente.

– Desarrollar su actividad con criterios organiza-
tivos propios, sin perjuicio de las indicaciones 
técnicas que pudiese recibir de su cliente.

Pues bien, si una persona no entra dentro de estas ca-
tegorías que hemos señalado, ni tampoco tiene vincula-
ción laboral directa con un empresario que quiere apro-
vecharse de la vulnerabilidad de este “falso autónomo”, 
y lo hace llevando a cabo cualquiera de las conductas 
que hemos visto anteriormente, y que se recogen en el 
apartado 1º de este artículo 311 del CP, podrá incurrir 
en responsabilidad penal por ello. Ahora bien, también 
incluye una segunda modalidad, consistente en el man-
tenimiento de las condiciones laborales, una vez que ha 
sido requerido, o que ha sido sancionado el empresario 
por ello. Es decir, si una vez que se ha sancionado por 
haber acudido al empleo de “falsos autónomos”, si no 
cesa en su conducta y sigue acudiendo a esta modalidad 

cuenta ajena».
44 Ampliamente, véase por todas, la sentencia de la sala de lo Social del Tribunal Supremo 805/2020, de 25 de septiembre.
45 Ayuda a entender la finalidad del legislador penal el apartado V de la exposición de motivos de la Ley Orgánica 14/2022, anterior-

mente citada: «el sistema penal no puede eludir sus obligaciones en materia de protección de estos derechos, colectivos e irrenunciables, 
frente a los ataques más graves y por ello se propone la introducción de un nuevo numeral 2.º en el artículo 311. Se trata de un tipo espe-
cial, que acota el ámbito de la autoría a aquellos que violan los derechos de las personas trabajadoras; de resultado lesivo, eludiendo así 
el expansionismo punitivo y de medios tasados, que acota el modus operandi a la utilización espuria de un contrato o a la desatención del 
llamamiento a adecuarse a la legalidad que se le ha hecho mediante requerimiento o sanción al infractor o infractora».

de prestación de servicio, entraría en juego el artículo 
311.2º del CP, al igual que en los supuestos en los que 
ha sido advertido, por haber actuado la inspección de 
trabajo, de que estaba recurriendo a esta figura, y se le 
requería para que cesará en ello45. De este modo, nos 
encontramos nuevamente con un delito doloso, que 
precisa la necesidad del empresario de querer aprove-
charse de la situación del trabajador, o bien de no que-
rer regularizar su situación laboral a través de su consi-
deración como trabajador por cuenta ajena y pasar a ser 
considerado como un trabajador más del empresario y 
no un falso autónomo.

h) Penología

En cuanto a la pena prevista para el tipo básico de de-
lito de imposición de condiciones laborales, conforme 
a los dispuesto en el artículo 311 del CP, se contempla 
una pena de penas de prisión de seis meses a seis años y 
multa de seis a doce meses. Esta pena se verá agravada 
en aquellos casos en los que en la conducta del sujeto 
activo se da violencia o intimidación, tal y como hemos 
visto, de manera que se impondrá la pena superior en 
grado, tal y como recoge el artículo 311.4 del CP, de 
manera que será una pena de prisión seis meses a seis 
años de prisión y multa de seis a doce meses.

3. EL MANTENIMIENTO DE LAS CONDICIONES 

ILEGALES DE TRABAJO

El CP no se preocupa únicamente de aquellos casos 
en los que se imponen condiciones de trabajo ilegales 
a los trabajadores, que suprimen o restringen sus de-
rechos laborales más esenciales. Consciente de la rea-
lidad empresarial, incorpora en el apartado tercero de 
este artículo 311, la responsabilidad penal de

«Los que en el supuesto de transmisión de empresas, 

con conocimiento de los procedimientos descritos en los 

apartados anteriores, mantengan las referidas condiciones 

impuestas por otro».

Nos encontramos con un subtipo autónomo, el delito 
de mantenimiento de las condiciones ilegales de tra-
bajo que previamente otra empresa ha impuesto a sus 
trabajadores, pero que el nuevo empresario quiere man-
tener tras haber adquirido la anterior empresa —para lo 
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cual ha de tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 
44 del TRET. Una modalidad que ha sido considerada 
como omisiva46, en la medida en que, en estos casos, el 
nuevo empresario omite el modificar las condiciones 
laborales de los trabajadores, manteniéndolos de este 
modo en una situación en la que sus derechos siguen 
siendo vulnerados, y por tanto con unas condiciones 
laborales ilegales.

4. LA OCUPACIÓN SIMULTÁNEA DE PLURALI-

DAD DE TRABAJADORES SIN ALTA EN LA SE-

GURIDAD SOCIAL O SIN AUTORIZACIÓN DE 

TRABAJO

El apartado tercero del artículo 311 del CP acoge otra 
modalidad delictiva que puede darse con frecuencia en 
el ámbito laboral, y que supone una lesión de derechos 
de los trabajadores que, si bien puede ser considerada 
como menor, en comparación con el apartado primero, 
también reviste importancia. Se trata de castigar con la 
pena prevista en el apartado cuarto de este artículo 311 
del CP, a aquellas personas que den ocupación simultá-
neamente a una pluralidad de trabajadores

«sin comunicar su alta en el régimen de la Seguridad Social 

que corresponda o, en su caso, sin haber obtenido la corres-

pondiente autorización de trabajo».

Este apartado tercero del artículo 311 del CP se in-
trodujo a raíz de la reforma llevada a cabo por la Ley 
Orgánica 7/2012, de 27 de diciembre, por la que se mo-
difica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, 
del Código Penal en materia de transparencia y lucha 
contra el fraude fiscal y en la Seguridad Social, con el 
objeto y la finalidad de castigar a aquella persona que 
recurre a contratación de trabajadores sin haber forma-
lizado su incorporación al Sistema de la Seguridad So-
cial que les corresponda, o bien sin haber obtenido la 
preceptiva autorización que se hace necesaria para tra-
bajar. En estos casos, los términos del artículo 311.1 del 
CP dificultaban el reproche penal de esta conducta, y 
por tanto se introdujo esta nueva modalidad delictiva47.

46 Vid. muñoz SánCHez, j. (2008), págs. 92-93.
47 Como señala el apartado V de la exposición de motivos de esta Ley Orgánica 7/2012, en estos casos: «Los perjuicios ocasionados 

por estas conductas son evidentes. Por un lado, la negación de los derechos que en materia de Seguridad Social puedan corresponder a 
los trabajadores por el periodo en el que prestan sus servicios de forma irregular. Por otro, los perniciosos efectos que presenta para las 
relaciones económicas y empresariales el hecho de que haya quienes producen bienes y servicios a unos costes laborales muy inferiores 
a los que han de soportar aquellos otros que lo hacen cumpliendo con sus obligaciones legales en la materia, lo que distorsiona la compe-
titividad y desincentiva la iniciativa empresarial».

48 Dicho en los términos del apartado V de la exposición de motivos de esta Ley Orgánica 7/2012 «Si la conducta es grave en todo 
caso, y por ello ya se condena como tal en el ámbito administrativo, la sanción penal se hace depender de un determinado número de 
trabajadores ocupados y afectados, en consonancia con la limitación del reproche punitivo a los comportamientos más graves».

49 Conforme al cual: «Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que ga-
rantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia 
y prestaciones complementarias serán libres».

Consciente de la importancia que tiene los principios 
de lesividad y de intervención mínima en este campo48, 
únicamente considera como delito las anteriores con-
ductas, siempre que el número de trabajadores afecta-
dos sea al menos de:

– Veinticinco por ciento, en las empresas o centros 
de trabajo que ocupen a más de cien trabajadores.

– Cincuenta por ciento, en las empresas o centros 
de trabajo que ocupen a más de diez trabajadores 
y no más de cien.

– La totalidad de los mismos, en las empresas o 
centros de trabajo que ocupen a más de cinco y 
no más de diez trabajadores.

Quedarían por debajo aquellas empresas o centros 
de trabajo que ocupen a un máximo de cinco personas, 
en cuyo caso el incumplimiento de estos deberes que 
hemos mencionado traería aparejada una sanción admi-
nistrativa conforme a lo dispuesto en el capítulo tercero 
del TRLISOS.

Tal y como hemos señalado anteriormente, en el pre-
sente caso se observa que nos encontramos ante una 
modalidad delictiva que engloba dos posibles formas 
de comisión. Por un lado, estará el incumplimiento del 
deber de dar de alta a los trabajadores en el régimen 
de Seguridad Social que les corresponda conforme a la 
normativa vigente, o bien incumplir el obtener la res-
pectiva autorización de trabajo que corresponda para 
poder contratar al trabajador. En el primer supuesto, se 
trata de proteger el derecho que tiene todo trabajador, a 
acceder a las distintas prestaciones de seguridad social 
a las que puede acceder a través de su empleo, de ma-
nera que con ello se garantiza el derecho de los españo-
les a la Seguridad Social, establecido en el artículo 41 
de la Constitución49. Por parte del empresario, en este 
caso se castiga el incumplimiento del deber que tiene 
de afiliar a sus trabajadores al régimen de Seguridad 
Social que les corresponda en función de la actividad 
que desempeñen, y que se establece en el artículo 16.1 
del TRLGS. Tal y como ha señalado el Tribunal Su-
premo en su sentencia de 23 de febrero de 2017 y en 
su Auto 332/2019, de 7 de febrero, en estos casos se 
va a sancionar a quienes recurren, de forma masiva o 
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colectiva, a la utilización de trabajadores sin haber for-
malizado su incorporación al sistema de la Seguridad 
Social correspondiente, teniendo en cuenta que la mis-
ma es obligatoria, en las condiciones establecidas legal 
y reglamentariamente, independientemente del número 
de trabajadores y horas de prestación en el mes anterior 
al momento del cómputo.

Es por ello, por lo que el tipo penal tiene elemento 
objetivo de apreciación automática, cuál es la necesi-
dad de que, un número de trabajadores determinados, 
no estén dados de alta en la seguridad social. Será sufi-
ciente el acreditar el hecho de que, un número determi-
nado de trabajadores no estaban, de manera simultánea, 
en esta situación de alta en su respectivo régimen de 
seguridad social, para que se den los elementos del tipo 
penal y por tanto se podrá imponer la pena que luego 
veremos al empresario50.

En cuanto a los elementos subjetivos, ha de preci-
sarse que es un delito doloso, en cualquiera de sus 
modalidades, bien directo o bien eventual, consistente 
en querer evitar el cumplimiento de las obligaciones 
que se tienen con la seguridad social por parte de los 
empresarios, tal y como ha señalado la Audiencia Pro-
vincial de Madrid en su sentencia de 29 de mayo de 
2014.

Esta conducta que hemos expuesto hasta ahora, no 
solo se marca el objetivo de proteger el derecho de 
los trabajadores a la protección social que hemos vis-
to, sino que, además, y no por ello menos importante, 
se protege igualmente la libre competencia entre em-
presas. Aquel empresario que omite dar de alta a sus 
trabajadores, y con ello no, no hace frente a los costes 
económicos que esto supone, se está colocando en una 
posición de ventaja frente a sus competidores. Podrá 
ofertar su producto o servicio a un precio inferior al 
que le costaría, y obtendría de este modo unas ganan-
cias adicionales ilícitas, consistentes en el importe de 
las cuotas que no ha abonado a consecuencia de no 
haber realizado el alta de sus trabajadores. Se obser-

50 Es bastante esclarecedor al respecto el fundamento de derecho quinto de la sentencia de la Audiencia Provincial de Granada 
77/2017, de 16 de febrero: «Los hechos probados constituyen un delito contra los derechos de los trabajadores tipificado en el art 311.2,b) 
del Código Penal, del que es criminalmente responsable en concepto de autor, conforme a los artículos 27 y 28.1 del Código Penal, el 
acusado Avelino, por haber tomado parte directa y voluntaria en su ejecución, autoría que ha quedado plenamente acreditada con las 
declaraciones de los testigos y documental aportada, cumpliéndose todos y cada uno de los elementos que tipifican esta figura delictiva 
pues dio empleo a una pluralidad de trabajadores, de forma simultánea, sin darlos de alta en el régimen general de la Seguridad Social, 
tratándose de una empresa que ocupaba a más de diez y menos de cien trabajadores, superando los trabajadores afectados el 50% de la 
plantilla».

51 Véase De ViCente martínez, r., Derecho Penal del Trabajo, Tirant lo blanch, Valencia, 2020, pág. 191 y martínez-buján Pérez, C., 
Derecho Penal Económico…, cit., pág. 858. En el ámbito jurisprudencial, es significativa la sentencia del Tribunal Supremo de 17 de julio de 
2015, que considera que estas conductas afectan no solo a los trabajadores, sino también a «las relaciones económicas y empresariales 
viciadas por unos costes laborales reducidos fraudulentamente».

52 Vid. benitez ortuza, i.,�³$�SURSyVLWR�GH�ORV�QXHYRV�DUWtFXORV�������&3�\�����ELV�&3��¢'HOLWRV�FRQWUD�ORV�GHUHFKRV�GH�ORV�WUDEDMDGR-
res?”, en De la CueSta aGuaDo, P. m., ruiz roDríGuez l. r., aCale SánCHez, m., HaVa GarCía, e., roDríGuez meSa, m. j., González aGuDelo G., 
meini ménDez i., y ríoS CorbaCHo, j. m. (Coords.), Liber Amicorum. Estudios Jurídicos e Homenaje al Prof. Dr. Dr.h.c. Juan Mª. Terradillos 

Basoco, Tirant lo blanch, Valencia, 2018, págs. 1044-1045.

va de este modo cómo, el bien jurídico protegido a 
través de esta conducta ilícita del artículo 311.3º del 
CP, protege también la libre competencia51, de manera 
que se eviten prácticas lesivas a las mismas como el 
dumping.

El segundo supuesto, emplear a trabajadores sin ha-
ber recabado la respectiva autorización laboral, tiene 
como objetivo la garantía del cumplimiento de un trá-
mite administrativo cuyo objetivo no es otro más que 
velar por determinados trabajadores, que dada su con-
dición o situación pueden ser objeto de contrataciones 
fraudulentas o bien someterlos a trabajos que compro-
meterían su salud o situación. En estos casos, hemos 
de acudir a la normativa administrativa reguladora de 
la actividad laboral en cuestión, para completar el tipo 
penal, si bien, la mayoría de las ocasiones hará referen-
cia a la autorización de trabajo exigida a los trabajado-
res extranjeros para que puedan desarrollar de manera 
legal su trabajo. Autorización recogida en el artículo 
36.1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, so-
bre derechos y libertades de los extranjeros en España 
y su integración social (En adelante, LOE), y que se 
exige para todos los extranjeros mayores de dieciséis 
años que quieran ejercer cualquier actividad lucrativa, 
laboral o profesional. Es por ello, y teniendo en cuenta 
lo expuesto hasta ahora, por lo que se ha dicho que, 
en este caso, el bien jurídico que se protege no serán 
los derechos de los propios trabajadores, sino más bien 
el control de la inmigración en España52. Esto es co-
herente con el hecho de que, esta conducta delictiva, 
trae además su causa en la necesidad de transponer en 
España la Directiva 2009/52/CE del Parlamento Euro-
peo y del Consejo de 18 de junio de 2009, por la que 
se establecen normas mínimas sobre las sanciones y 
medidas aplicables a los empleadores de nacionales 
de terceros países en situación irregular. El artículo 3.1 
de esta Directiva contempla la prohibición del empleo 
ilegal, entendiendo por tal el emplear a nacionales de 
terceros países en situación irregular. En estos casos se 
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recoge la necesidad de que los distintos Estados miem-
bros de la Unión Europea acojan en su legislación in-
terna sanciones penales por esta conducta, tal y como 
se establece en los artículos 3.2 y 9 de la Directiva53. 
Una norma que disipa las posibles dudas que podrían 
generarse por la posible comisión de esta conducta de-
lictiva por las empresas de trabajo temporal, toda vez 
que en su artículo 2.e), se refiere al empleador como 
aquella persona física o entidad jurídica, incluidas las 
agencias de trabajo temporal, para la cual o bajo cuya 
dirección o supervisión se ejerza el empleo por parte 
del trabajador.

5. EL EMPLEO DE CIUDADANOS EXTRANJEROS 

O MENORES SIN PERMISO DE TRABAJO

Junto con esta modalidad delictiva recogida en el 
artículo 311.3º del CP, tras la reforma llevada a cabo 
por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la 
que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de no-
viembre, del Código Penal, se introduce en la norma 
penal un nuevo artículo 311 bis, el cual contempla una 
situación similar a la recogida en el apartado segundo 

53 En concreto, este artículo establece lo siguiente:
«1. Los Estados miembros velarán por que la infracción de la prohibición establecida en el artículo 3, si es intencionada, constituya un 

delito en cada una de las circunstancias siguientes, definidas en el Derecho nacional:
a) la infracción continúa o es reiterada de modo persistente;
b)  la infracción se refiere al empleo simultáneo de un número importante de nacionales de un tercer país en situación irregular;
c) la infracción se acompaña de unas condiciones laborales particularmente abusivas;
d)  el autor de la infracción es un empleador que, sin haber sido acusado o condenado por un delito establecido en virtud de la Decisión 

marco 2002/629/JAI, hace uso del trabajo o los servicios de un nacional de un tercer país en situación irregular, sabiendo que esa persona 
es víctima de la trata de seres humanos;

e) la infracción se refiere al empleo ilegal de un menor.
2. Los Estados miembros se asegurarán de que la complicidad en los actos dolosos a los que se hace referencia en el apartado 1 y la 

incitación a cometerlos sean punibles como delito».
54 Vid. De ViCente martínez, r., Derecho Penal del Trabajo…, cit., págs. 225-226 y naVarro CarDoSo, f., “El delito de contratación 

ilegal del art. 311 bis CP: un nuevo despropósito, y un viejo vicio, legislativo”, en De la CueSta aGuaDo, P. m., ruiz roDríGuez l. r., aCale 
SánCHez, m., HaVa GarCía, e., roDríGuez meSa, m. j., González aGuDelo G., meini ménDez i., y ríoS CorbaCHo, j. m. (Coords.), Liber amico-

rum…, cit., pág. 1059. Este autor, precisa como fundamento de la incorporación de este delito, la necesidad de transponer el contenido 
del artículo 9 de la Directiva 2009/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, por la que se establecen normas 
mínimas sobre las sanciones y medidas aplicables a los empleadores de nacionales de terceros países en situación irregular, si bien, esto 
únicamente resultaba obligatorio en los casos en los que no estuviesen ya incorporadas a los Códigos penales nacionales, en cuyo caso 
no habría sido preciso hacerlo. Vid. Ibidem, pág. 1051. Este artículo 9 señala que «1. Los Estados miembros velarán por que la infracción 
de la prohibición establecida en el artículo 3, si es intencionada, constituya un delito en cada una de las circunstancias siguientes, definidas 
en el Derecho nacional:

a) la infracción continúa o es reiterada de modo persistente;
b) la infracción se refiere al empleo simultáneo de un número importante de nacionales de un tercer país en situación irregular;
c) la infracción se acompaña de unas condiciones laborales particularmente abusivas;
d) el autor de la infracción es un empleador que, sin haber sido acusado o condenado por un delito establecido en virtud de la Decisión 

marco 2002/629/JAI, hace uso del trabajo o los servicios de un nacional de un tercer país en situación irregular, sabiendo que esa persona 
es víctima de la trata de seres humanos;

e) la infracción se refiere al empleo ilegal de un menor.
2. Los Estados miembros se asegurarán de que la complicidad en los actos dolosos a los que se hace referencia en el apartado 1 y la 

incitación a cometerlos sean punibles como delito».
55 Vid. CarDoSo naVarro, f., “El delito de contratación ilegal…”, cit., pág. 1055.
56 Vid. traPero barrealeS, mª. a., “La transformación del derecho penal laboral: De protector de los derechos de los trabajadores a 

garante de la competencia empresarial y de las políticas migratorias”, Cuadernos de política criminal, núm. 114, 2014, pág. 35.

del artículo 311 del CP, al sancionar al empresario que 
incumple el deber de solicitar la autorización adminis-
trativa, el supuesto de utilización de menores de edad 
o de extranjeros, los cuales carezcan de la respectiva 
autorización de trabajo. Conducta que a su vez aparece 
contemplada en el ámbito administrativo en los artícu-
los 37.1 del TRLISOS y 54.1.d) de la LOE, lo que ha 
supuesto el calificar a este precepto del CP que comen-
tamos como redundante y no necesario54.

El bien jurídico protegido en estos casos, sigue sien-
do la protección de los derechos de los trabajadores, 
aunque en este caso de los trabajadores extranjeros55, 
si bien, a ello ha de unirse también la protección que 
se quiere brindar a la política de control de los flujos 
migratorios, y por tanto la lucha contra la inmigración 
irregular, aunque en este caso la intervención del De-
recho penal no debería haberse previsto, toda vez que 
no se trata de un bien jurídico que merezca esta pro-
tección, sino que sería suficiente con la intervención 
a través de infracciones y sanciones administrativas56. 
A todo ello, también se le une, como objeto de protec-
ción, la competencia empresarial, toda vez que en estos 
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casos nos encontramos ante un instrumento de lucha 
contra la economía sumergida, de modo que los empre-
sarios que acuden a las prácticas que se prevén en este 
artículo del CP están actuando en el mercado con una 
ventaja con respecto a sus competidores, posicionán-
doles en una posición que les reportará más beneficios 
económicos57.

El artículo 311 bis del CP58, bajo la amenaza de una 
pena de prisión de tres a dieciocho meses o multa de 
doce a treinta meses, salvo que los hechos estén cas-
tigados con una pena más grave en otro precepto del 
CP, castiga a aquella persona que, de forma reiterada, 
emplee o dé ocupación a ciudadanos extranjeros que 
carezcan de permiso de trabajo, o bien emplee o dé 
ocupación a un menor de edad que carezca de permiso 
de trabajo59.

Este tipo penal, teniendo en cuenta su pena, única-
mente entrará en juego en aquellos supuestos en los que 
no exista otro tipo penal que recoja una pena mayor 
para los comportamientos descritos en el artículo 311 
bis del CP, entrará en juego en aquellos casos en los 
que el número de trabajadores que se empleen sin la 
respectiva autorización, sea inferior al mínimo previsto 
en el artículo 311.2 del CP, de modo que es subsidiario 
y complementario de este último.

6. LA CONTRATACIÓN DE EXTRANJEROS SIN 

PERMISO DE TRABAJO EN CONDICIONES LESI-

VAS PARA SUS DERECHOS

El artículo 312.2 del CP, junto el tráfico ilegal de 
mano de obra, recoge un tipo penal similar —que no 
idéntico—, al contemplado en el artículo 311.3º. En 
concreto, castiga la conducta de

«quienes empleen a súbditos extranjeros sin permiso de tra-

bajo en condiciones que perjudiquen, supriman o restrinjan 

los derechos que tuviesen reconocidos por disposiciones 

legales, convenios colectivos o contrato individual».

El bien jurídico protegido por parte de este delito, es 
el mismo que el contemplado en el artículo 311.3º del 
CP, si bien, nos encontramos con un añadido más, tal 

57 Vid. PomareS Cinta, e., “La revisión de los delitos contra los derechos de los trabajadores según la reforma de 2015”, en quintero 
oliVareS, G. (Dir.), Comentario a la reforma penal del 2015, Thomson Reuters-Aranzadi, Cizur Menor, 2015, pág. 636 y naVarro CarDoSo, 
f., “El delito de contratación ilegal…”, cit., pág. 1054.

58 Sobre el mismo, véase faralDo Cabana, C., “El nuevo delito de empleo de ciudadanos extranjeros o menores sin permiso de tra-
bajo”, en González CuSSaC, j. l. (Dir.), Comentarios a la Reforma del Código Penal de 2015, 2ª ed., Tirant lo blanch, Valencia, 2015, págs. 
933-940. 

59 Nótese que, tal y como señala la Disposición Adicional Única de la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre, de Reforma de la 
Ley orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, todas las referencias 
al término «permiso de trabajo» incluidas en la LOE, serán sustituidas por el término «autorización de trabajo».

60 Tal y como señalan las sentencias de 5 de febrero de 1998 y de 30 de mayo de 2003.
61 Lo cual incluye incluso la prostitución, tal y como afirma el Tribunal Supremo en sus sentencias de 30 de junio de 2000, 18 de julio 

de 2003, 8 de marzo de 2004 y 17 de mayo de 2011.

y como ha descrito el Tribunal Supremo60: el ansia de 
aquellas personas que tratan de salir de la miseria en 
la que se encuentran en sus países, y que por tanto las 
hace más vulnerables frente a estas lesiones de sus de-
rechos más elementales, y por tanto poniendo en mayor 
riesgo sus bienes jurídicos. Protegiéndose tanto a las 
personas que se encuentren en situación regular como 
irregular, ejerciendo cualquier tipo de actividad61. Con 
respecto a la conducta típica, hemos de tener en cuenta 
todo los expuesto a la hora de analizar el artículo 311.3º 
del CP, si bien, teniendo en cuenta una importante limi-
tación del sujeto pasivo del delito, toda vez que en este 
caso únicamente serán súbditos extranjeros que carez-
can del permiso de trabajo.

Con respecto a la pena, ha de precisarse que es la 
misma que se establece para el delito de tráfico de 
mano de obra, de manera que se contempla una pena 
de prisión de dos a cinco años y multa de seis a doce 
meses.

7. CONCLUSIONES

El Código Penal español tras las últimas reformas 
llevadas a cabo en el seno de los delitos contra los de-
rechos de los trabajadores arbitra mecanismos en su 
interior que permiten proteger a los trabajadores frente 
a posibles abusos o explotaciones que se puedan pro-
ducir en sus derechos laborales y de seguridad social. 
Encontramos en el artículo 311 del CP la principal he-
rramienta de protección, pensada para preservar los 
derechos más básicos de los trabajadores, sobre todo 
en situaciones en las cuales su vulnerabilidad gene-
ra riesgos para los mismos. Es por ello, por lo que se 
cuenta, con un marco penal garantista frente a posibles 
empresarios que quieran imponer sus condiciones labo-
rales de manera abusiva, prevaliéndose de la situación 
de vulnerabilidad de la persona. Junto a ello, además, 
se recogen otras figuras delictivas en los artículos 311, 
311 bis y 312.2 del CP, que también contribuyen a la 
consecución de este objetivo.

La intervención penal es respetuosa con el principio 
de intervención mínima del derecho penal, si bien, en-
contramos un único supuesto en el cual la misma no 
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se encuentra justificada. Es el caso de la posible vul-
neración de los derechos reconocidos en el contrato de 
trabajo. En este caso, la propia naturaleza del mismo, 
al igual que el posible riesgo de establecer desigual-
dades entre trabajadores, no aconsejan que el contrato 
de trabajo se recoja dentro de la conducta típica tanto 
del artículo 311 del CP como del 312.2 del CP. En este 
caso, bastaría con la protección que se brinda por parte 
del TRLISOS, para sancionar a aquellos empresarios 
que se muestren irrespetuosos con los derechos recono-
cidos a través del contrato de trabajo.
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